
121

Editorial 
Neogranadina2024

Vol. 27(54)
julio-diciembreRevista

Prolegómenos ISSN: 0121-182x ▪ e-ISSN: 1909-7727 ■ pp. 121-136

*	 Artículo de investigación.  
Realizado en el marco de los estudios doctorales en Derecho de la Universidad de la Sabana.

a	 Abogada Universidad Externado de Colombia, candidata a doctora en Derecho de la Universidad de la 
Sabana, magíster en Derecho Administrativo Universidad Externado de Colombia, especialista en Alta 
Gerencia Universidad de la Rioja y especialista en Derecho Público Universidad Externado de Colombia. 
Profesora de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas y miembro del grupo de investigación Justicia, 
Ámbito Público y Derechos Humanos de la Universidad de La Sabana, Chía, Colombia.  
Correo electrónico: diana.zarabanda@unisabana.edu.co; orcid: https://orcid.org/0000-0001-5532-596X 

La imparcialidad en el proceso 
disciplinario: dar garantías 
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Resumen: El procedimiento disciplinario busca proteger a la administración pública del uso indebido 
de sus prerrogativas por parte de los funcionarios; sin embargo, la gravedad de las faltas y la con-
secuente contundencia de las sanciones hacen necesario disponer un marco de imparcialidad tanto 
judicial como administrativa, para que se predique de ellas un trámite justo y legitimado que man-
tenga a raya a aquellos individuos que puedan pervertir la función pública. El presente escrito busca, 
desde el diseño institucional, encontrar una serie de elementos que permitan construir las bases de 
un procedimiento disciplinario imparcial y justo. 
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Impartiality in the Disciplinary Process: Giving Fundamental 
Guarantees To Disciplinarian From The Institutional Design

Abstract: The disciplinary procedure aims to safeguard the public administration from the abuse of 
its prerogatives by its officials. However, the gravity of the offenses and the resultant severity of the 
sanctions necessitate the establishment of a framework ensuring both judicial and administrative 
impartiality. This ensures a fair and legitimate process to remove individuals who may undermine the 
public function. This paper, grounded in institutional design, seeks to identify elements that form the 
basis of an impartial and equitable disciplinary procedure. 

Key words: Impartiality; Disciplinary Procedure; Institutional Design; Separation of Duties

A imparcialidade no processo disciplinar: garantir direitos 
fundamentais ao disciplinado desde o planejamento institucional

Resumo: O procedimento disciplinar busca proteger a administração pública do uso indevido de 
suas prerrogativas por parte de seus funcionários; no entanto, a gravidade das faltas e a consequen-
te contundência das sanções tornam necessário estabelecer um marco de imparcialidade tanto judi-
cial quanto administrativa, para que se possa garantir um trâmite justo e legitimado que mantenha 
sob controle aqueles indivíduos que possam perverter a função pública. O presente escrito busca, 
desde o planejamento institucional, encontrar uma série de elementos que permitam construir as 
bases de um procedimento disciplinar imparcial e justo.

Palavras-chave: imparcialidade; procedimento disciplinar; planejamento institucional; separação de 
funções
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Introducción
Desde el año 2019, reformar el régimen disciplina-
rio ha sido todo un reto no solo por lo que supone 
proveer una codificación sustancial y procesal a 
toda la institución jurídica, sino por el agravante 
que representa la aparición de la Sentencia Petro 
Urrego contra Colombia, que cuestionó la impar-
cialidad de las entidades investidas para tomar 
decisiones sobre la responsabilidad de los fun-
cionarios públicos. En ese sentido, el legislador 
colombiano se ha visto en la necesidad de aplicar 
una reforma desde el diseño institucional, incu-
rriendo en espacios de ensayo y error que, luego 
de proveer otras facultades a los entes de control, 
han sido removidos o cuestionados por las Altas 
Cortes. 

Centrados en la garantía de imparcialidad, lo 
que el régimen disciplinario busca en la actualidad 
es aplicar una reforma orgánica para que se atien-
dan las garantías fundamentales de los procesados. 
En ese sentido, la pregunta que busca resolver este 
artículo es ¿cómo garantizar la imparcialidad del 
proceso disciplinario colombiano desde la pers-
pectiva de diseño institucional? 

Este documento indaga en el contenido y di-
mensiones del principio de imparcialidad del 
procedimiento disciplinario que, a su vez, será 
estudiado desde una perspectiva histórica y com-
parada, para comprender de dónde surgen el con-
trol interno y externo a partir de la revisión de la 
evolución normativa e institucional colombiana 
en la Constitución de 1991. Finalmente, se iden-
tificaron los elementos que permiten distinguir 
la forma en que se puede dar garantía de impar-
cialidad y se formularon tres propuestas de re-
forma que cumplen con ellos. Para abordar esta 
propuesta de estructura temática, se recurrió a un 
ejercicio interpretativo de las fuentes consultadas 
que, en palabras de Corral (2019), implica un pro-
ceso de argumentación de posiciones y conceptos 
expuestos por otros autores o instituciones que 
plantean posibles soluciones, que se adecúan a un 
marco normativo determinado que, para el pre-
sente caso, será el que determine la organización 
del Estado, según la regulación constitucional y 
legal aplicable.

El principio de imparcialidad 
en el ejercicio del control 
disciplinario: en procura de 
alcanzar la máxima de justicia 
según Rawls 
La discusión que hoy día suscita el régimen disci-
plinario radica en la posibilidad de garantizar el 
cumplimiento del principio de imparcialidad en  
el procedimiento. Pero como se verá en este acá-
pite, es necesario dilucidar las dimensiones del 
mandato, su relación con las normas que regulan 
un proceso y cómo, en materia disciplinaria, esto 
es susceptible de valoración con fundamento en la 
evolución del régimen desde el derecho compara-
do. Esto busca dejar un marco de referencia para 
evaluar histórica y orgánicamente la conforma-
ción de la Procuraduría General de la Nación (en 
adelante pgn) en ejercicio de la función discipli-
naria y la capacidad que detenta para hacerlo de 
manera imparcial.

La imparcialidad como principio: un 
mandato aplicable a las autoridades 
administrativas y judiciales
Referirse a la imparcialidad en el proceso discipli-
nario es, en efecto, un ejercicio tautológico, siem-
pre que el orden constitucional y legal colombiano 
indica que todas las actuaciones de las autoridades 
administrativas y judiciales se deben ajustar a esta 
máxima. Sin embargo, con la sentencia Petro Urre-
go contra Colombia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos esta garantía fue puesta en 
duda, apelando al diseño institucional dispuesto 
para el trámite de los procesos disciplinarios (Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos, 2020). 
En este punto, es preciso recordar en términos 
generales que el acceso al Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos se activa por las causales 
definidas en el artículo 46 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, específicamente 
en los casos en que se juzga la responsabilidad del 
Estado colombiano como consecuencia del agota-
miento de recursos en sede interna y sin resultados 
por parte de la justicia (Carvajal, 2015).
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No es tarea de este documento analizar a pro-
fundidad el contenido del fallo, pero en el contex-
to de la discusión que aquí se plantea es necesario 
recordar que el ente supranacional indicó que, en 
el caso concreto, la víctima tuvo oportunidad de 
actuar en todas las etapas del proceso disciplinario 
mientras que el ente de control no actuó de ma-
nera imparcial, perjudicando su derecho de defen-
sa (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
2020, párr. 131). 

En ese escenario, la argumentación de la Comi-
sión Interamericana se concentró en indicar que 
hubo una vulneración al principio de imparciali-
dad como consecuencia del diseño institucional y 
del procedimiento disciplinario, que le permite a 
la misma autoridad que profiere el pliego de car-
gos, decidir sobre la responsabilidad disciplinaria 
del agente sometido al juzgamiento (Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos, 2020, párr. 122), 
elemento que fue de recibo para el Tribunal Intera-
mericano, y que permitió decidir el caso. 

Ahora bien, la imparcialidad como principio 
en un orden constitucional debe entenderse en 
dos dimensiones: la primera, que hace referencia 
al establecimiento de un diseño institucional que 
esté libre del alcance o influencia de alguna otra 
entidad o autoridad de una rama del poder públi-
co; y la segunda, que señala la imparcialidad que se 
predica sobre determinados actos o decisiones to-
madas por una autoridad o un tercero al conflicto 
(Schedler, 2005). En ese sentido, es incorrecto ana-
lizar la imparcialidad como un concepto ontoló-
gico, por lo que deberá siempre hacerse referencia 
al ejercicio objetivo y ponderado de administrar 
justicia, y a la separación clara y precisa de funcio-
nes respecto de las instituciones y de las decisiones 
concretas.

Eso no quiere decir que la imparcialidad como 
principio carezca de un núcleo esencial que irra-
die la forma en que las comunidades construyen 
sus instituciones, así como estas a su vez toman las 
decisiones que son sometidas a su arbitrio. Esta, 
de hecho, es la esencia del principal postulado de  
Rawls sobre la justicia: cualquier comunidad ins-
titucional que se predique justa debe soportar sus 
actuaciones en la máxima de la imparcialidad 
(Rawls, 2012). 

En la actualidad, al menos en el caso colom-
biano, la comunidad de personas que constituyó 
la ficción jurídica del Estado adoptó la forma de 
Estado Social de Derecho, en el que las actuaciones 
de las diferentes autoridades están regidas por el 
principio de legalidad y los fines esenciales que este 
persigue, que no son más que la transformación de 
esa primigenia visión jurídica de la imparcialidad. 
Verá el lector que, de acuerdo con Rawls (2012), es 
necesario tener una aproximación a la ignorancia 
para tomar decisiones imparciales, pues al ser este 
un ejercicio valorativo, el hombre requiere de un 
marco de referencia para tomar las actuaciones de 
los agentes y calificarlas conforme ese indicador. 

Sin embargo, como quienes imparten justicia 
son, en todo caso, seres humanos sujetos a pasio-
nes y reacciones frente a la variedad de hechos que 
se le presentan, estos requieren de un marco igual-
mente imparcial para tomar sus decisiones: las 
leyes. Schedler (2005) ha indicado acertadamente 
que, al menos en el ámbito público, los principios y 
las reglas son los estándares fundamentales de im-
parcialidad de donde las instituciones obtienen el 
insumo para la toma de sus decisiones. Así las co-
sas, actuar de manera imparcial exige que el servi-
dor público ejerza su función en el marco de la ley 
y no otra cosa diferente, de ahí que este documento 
sostenga que el principio de legalidad no es otra 
cosa diferente a la derivación o materialización del 
principio de imparcialidad. 

Ávidamente, algún opositor podría indicar que 
dicha percepción de la ley como estándar de im-
parcialidad simplemente posterga la influencia de 
las pasiones humanas en el juicio, por cuanto, en 
todo caso, las leyes son hechas por seres humanos. 
Sin embargo, en el foro donde se manifiestan esas 
pasiones, el político, se acopla el sistema jurídico 
para generar acuerdos mínimos y fundamentales 
entre los individuos (a través de constituciones y 
leyes) de donde emana el estándar de imparciali-
dad (Schwartz y Meinero, 2019). 

Continuando con el aserto anterior, las propias 
leyes disponen de mecanismos para que la con-
formación de las instituciones y sus decisiones se 
basen exclusivamente en la ley, cumpliendo con el 
principio de legalidad y, por consiguiente, el de im-
parcialidad. De ahí la necesidad de crear procesos 
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regulados donde aquellos que actúan como terce-
ros solucionadores de conflictos no sean parte en 
los mismos y no tengan ninguna suerte de interés 
en el sentido de la decisión que está a punto de to-
marse (Alvarado, 2014), para que su único elemen-
to en cada caso sea la ley y solamente la ley. 

Ahora, estos procesos atienden a otra deriva-
ción de la máxima de John Rawls: que cada per-
sona realice las actuaciones que le corresponden 
sin sacar provecho injusto a expensas de los demás 
involucrados. Para explicarlo mejor, Otero (2020) 
invierte esta fórmula para expresarla en términos 
más sencillos, esto es, que para la realización de la 
imparcialidad en un procedimiento administrati-
vo o judicial cada participante debe confiar en sus 
pares y sus autoridades y estas deben estar dispues-
tas a resolver el proceso a través de un esfuerzo 
cooperativo en el marco de la ley. 

Todo este marco doctrinal, en términos más 
precisos, ha sido recogido por la jurisprudencia y 
fija un marco de acción sobre el que se puede defi-
nir correcta e informadamente un procedimiento 
disciplinario. Entonces, con el propósito de re-
construir todo el soporte vigente sobre el principio 
de imparcialidad en la actuación de las autoridades 
administrativas y judiciales, se extraerán las con-
sideraciones jurisprudenciales más importantes al 
respecto para que, contrastadas con la evolución 
del control disciplinario, se proponga un escenario 
institucionalmente justo para la decisión de estos 
casos. 

Consideraciones relativas al principio de 
imparcialidad: desentramando un marco 
de acción para la toma de decisiones 
disciplinarias
La imparcialidad, vista de manera general por par-
te de la Corte Constitucional, es un estándar para 
la toma de decisiones públicas, donde el agente en-
cargado de proceder con ella no se incline intencio-
nalmente para favorecer de manera injustificada a 
alguno de los sujetos involucrados; es decir, impli-
ca que este nunca haya tenido acercamiento al caso 
concreto anteriormente, por lo tanto, su decisión 
se presume imparcial hasta que exista prueba de 
lo contrario (cc Sentencia SU-174, Colombia). Con 

este marco general, la Corte ha dado algunos mati-
ces al referido principio, dependiendo de si se trata 
de una autoridad en ejercicio de función adminis-
trativa o jurisdiccional, pues la necesaria variación 
de los criterios responde a la naturaleza de tales 
decisiones. 

La imparcialidad en el marco de las decisiones 
judiciales ha sido vista por la Corte Constitucional 
como los atributos de los funcionarios adscritos a 
dicha rama, cuyo contenido comporta tres dimen-
siones de aplicación: i) el seguimiento estricto de 
la legalidad, en cuyo fundamento nadie puede ser 
procesado sino conforme a las leyes que se encon-
traban vigentes al momento de la actuación del 
agente; ii) la independencia de la autoridad judicial 
y la publicidad de sus decisiones; y iii) el hecho de 
que los jueces solamente puedan fundamentar sus 
decisiones en el imperio de la ley y algunos crite-
rios auxiliares que expresamente hayan sido auto-
rizados por el legislador (Corte Constitucional de 
Colombia, 2017). 

Dicho esto, es necesario entender que el prin-
cipio de imparcialidad judicial debe ser analizado 
de manera armónica con el principio de indepen-
dencia del poder judicial respecto de las demás ra-
mas del poder público, aspecto clave en el ejercicio 
de la función de administrar justicia, pues como 
lo ha sostenido la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, la rama judicial o la autori-
dad jurisdiccional será independiente: 1) si no está 
sujeta a las intromisiones indebidas de las otras 
ramas del poder y si sus funciones se encuentran 
correctamente delimitadas con las funciones de las 
otras ramas del poder, lo cual implica en la prácti-
ca la inexistencia de subordinación; 2) si se predica 
la autonomía presupuestal, determinada por una 
asignación objetiva y razonada que se deba asig-
nar a la rama judicial, sumada a la administración 
de los recursos para el ejercicio de la función; y 
3) si se provee a los operadores judiciales (jueces, 
fiscales, defensores públicos) de garantías para el 
ejercicio del cargo, por ejemplo, sistema de selec-
ción y ascenso, régimen prestacional, suspensión 
y cesación en el ejercicio del cargo, e indemnidad 
contra presiones externas de los poderes ejecutivo 
y legislativo (Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos, 2013).
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Por su parte, la imparcialidad en las actua-
ciones administrativas se refleja en los proce-
dimientos de legalidad sancionatorios sobre los 
que la Corte Constitucional ha indicado que se 
encuentran regidos, publicidad, defensa y contra-
dicción, doble instancia, presunción de inocencia, 
imparcialidad, cosa juzgada y prohibición de no 
reforma en peor. Ahora, tratándose de procesos 
disciplinarios, el principio de imparcialidad co-
bra mayor relevancia, siempre que el resultado de 
aquel limita derechos como el acceso a la función 
pública y a elegir y ser elegido (Corte Constitucio-
nal, 2021). 

De otro lado, la visión de la imparcialidad en 
los procesos adelantados por autoridades adminis-
trativas con facultades jurisdiccionales se mezcla 
con su dimensión procesal e institucional, pues el 
principio en mención es utilizado como criterio 
habilitante para otorgar la facultad jurisdiccional, 
así como referencia para la garantía del debido 
proceso (C.C. Sentencia C-030/23, Colombia). 

En el primer caso, para que proceda la asigna-
ción de una facultad jurisdiccional a una autoridad 
que por regla general ejerce una función adminis-
trativa, se debe garantizar que exista un juzgador 
(1), que éste sea imparcial (2), y que tenga la es-
tabilidad institucional suficiente para ejercer sus 
funciones de manera independiente y autónoma 
(3). Así mismo, se requiere que la autoridad pue-
da asignar a diferentes funcionarios las etapas del 
proceso, de tal manera que ninguno de ellos se vea 
predispuesto al tomar una decisión de fondo en un 
sentido apartado de la ley (Corte Constitucional, 
2023).

Con todo lo anterior, se han explorado tanto 
desde una base doctrinal como desde la jurispru-
dencia del máximo tribunal de lo constitucional 
todos los elementos, dimensiones y características 
del principio de imparcialidad; esto ha de servir 
como marco de referencia para evaluar el orden 
justo del procedimiento disciplinario y el tipo de 
control (externo e interno) que cumple con las ga-
rantías fundamentales, desde una perspectiva de 
diseño institucional.

El próximo acápite se concentrará en desa-
rrollar la evolución histórica del procedimiento 
disciplinario desde una perspectiva comparada, 

donde el lector podrá identificar los riesgos y 
oportunidades para la realización del principio de 
imparcialidad en dicho foro e indagar si el diseño 
institucional evidencia una oportunidad para su 
realización. 

Control interno y externo 
disciplinario: una evolución 
pendular desde el derecho 
comparado 
Estudiar la doctrina disciplinaria desde sus bases 
históricas ha llevado a diferentes autores a revisar 
la tradición jurídica germana de donde provienen 
las teorías sobre la relación especial de sujeción y 
los debates relativos a la naturaleza de esta práctica 
entre el derecho penal, administrativo e, incluso, 
civil. Así, por ejemplo, se empezaron a desarro-
llar principios como el de legalidad en el derecho 
disciplinario, fundamentado en una relación que 
habilita el uso del poder sancionador sobre un fun-
cionario del Estado por el mismo Estado (Mayer, 
1886).

Pero cuando se incursiona en el tipo de con-
trol disciplinario que una institución adopta para 
asegurar el comportamiento de las personas con 
quienes conserva una relación de tipo funcional, es 
necesario indagar tanto en las instituciones como 
el procedimiento para dicho ejercicio. Es decir, no 
es lo mismo que la conducta de los funcionarios 
públicos se encuentre sujeta a control y vigilancia 
del mismo ente en el que desempeña sus labores 
a que lo haga un agente completamente externo a 
través de determinados instrumentos jurídicos. 

Es aquí donde cobra relevancia el control exter-
no y el control interno como expresiones del des-
pliegue de la función disciplinaria del Estado que, 
si en principio eran consideradas como formas del 
procedimiento, ahora cobran valor cuando se trata 
de brindar garantías a los destinatarios de esa po-
testad. Con esto, lo que se sostiene en este escrito es 
que, pese a que se pueda pensar que el tipo de con-
trol tiene influencia en la determinación del proce-
dimiento disciplinario, son realmente las garantías 
fundamentales del destinatario lo que define si el 
procedimiento se acopla a un modelo de control 
interno o externo. 
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Para dilucidar el sentido de lo que se expresa en 
este primer acápite, es necesario regresar un poco 
a la esencia histórica del derecho disciplinario y 
compararla con la normativa actual. Así, se debe 
recordar que para Laband (1876) el derecho disci-
plinario era fruto de las relaciones contractuales 
entre el funcionario y el Estado, por lo que las con-
ductas que atentaran contra ese negocio jurídico 
debían ser corregidas de alguna manera para re-
tornar las cosas el estado en el que se encontraban 
hasta antes del incumplimiento del contrato (Nie-
to, 1970). 

En ese sentido, desde el inicio de la construc-
ción dogmática del derecho disciplinario, se obser-
va que su fin último siempre ha sido asegurar un 
modelo de conducta que atienda el recto proceder 
de las partes de esa relación especial de sujeción, 
específicamente, del funcionario público (Zara-
banda, 2020). Esto no puede ser de otra manera, 
pues incluso desde esta visión civilista del derecho 
disciplinario se procura que las partes desplieguen 
actuaciones jurídicas apegadas a la buena fe y leal-
tad negocial, que en el escenario actual no es otra 
cosa diferente a la moral pública, cuya fuente es el 
contrato social, esto es, la Constitución política y 
las leyes que rigen el servicio público. 

Estas conclusiones de Laband guardan cohe-
rencia con la práctica disciplinaria vigente entre 
1805 y 1844 de la entonces Prusia, donde el Gabi-
nete dispuso que situaciones de orden disciplinario 
pudiesen ser conocidas y resueltas por el superior 
jerárquico del funcionario sujeto al control; sin 
embargo, esa tendencia normativa hacia el control 
interno estuvo precedida por el Reichkammergeri-
cht (Tribunal de Cámara Imperial), una autoridad 
de orden judicial que para 1805 ya había resuelto 
cerca de 110 casos (Lehrmann, 2020).

Posteriormente, los canonistas alemanes dota-
ron a esta práctica de una esencia administrativa 
donde la relación contractual celebrada con el Es-
tado trasciende a la necesidad de cuidar al servicio 
público, por lo que el comportamiento del funcio-
nario implica una finalidad y devoción especial de 
su parte. En ese sentido, aquel que incurra en una 
falta al contrato atenta al mismo tiempo contra el 
servicio público, por lo que ese comportamiento 
debe ser corregido a través de una reacción del 

Estado para restablecer el orden contractual (Ga-
llego Anabitarte, 1961). 

Si bien esta noción permitió el avance de la 
construcción dogmática del derecho disciplina-
rio, también sirvió de excusa para que el régimen 
Nazi echara abajo la Reichsdisziplinarhof (Tribunal 
Disciplinario Federal), haciendo que la cúpula del 
poder empezara a conocer directamente las cau-
sas disciplinarias contra los funcionarios que no 
hicieran el saludo romano o rechazaran la políti-
ca de tratamiento al pueblo judío. Como se puede 
observar, en cada avance del derecho disciplinario 
las autoridades más absolutistas determinaban la 
manera en que el control debía ser ejercido, per-
maneciendo la dualidad entre el control interno y 
el externo. 

No fue sino hasta después de la Segunda Gue-
rra Mundial que el control externo volvió a tomar 
impulso con la creación del Bundesdisziplinarhof, 
mediante la expedición del Bundesdisziplinarord-
nung (Código Disciplinario Federal)11, cuya ac-
tividad fue exitosa en términos temporales. Sin 
embargo, algunos rezagos de la visión civilista del 
derecho disciplinario continuaron en el camino, 
pues pese a que en dicho régimen no existen las 
oficinas de control interno, si hay funcionarios 
dentro de las entidades encargados de desplegar 
esa función. 

Sin embargo, estos funcionarios no podían 
imponer sanciones que impliquen la remoción 
del cargo, ni el retiro del programa pensional, en 
tanto esta facultad estaba reservada al control ex-
terno, es decir, a los tribunales especializados. Por 
eso, cuando el funcionario encargado de impul-
sar el proceso determinaba que la falta cometida 
era procedente con la imposición de alguna de las 
sanciones mencionadas, debía realizar una acusa-
ción ante el Tribunal Federal correspondiente, que 

1 	 Ley Federal Disciplinaria y Ley Fundamental de 
la República de Alemania. Grundgesetz für die 
Bundesrepublik Deutschland. Bundesministeri-
um der Justiz. (s. f.) Ley Federal Disciplinaria y 
Ley Fundamental de la República de Alemania. 
Grundgesetz für die Bundesrepublik Deutsch-
land. https://www.gesetze-im-internet.de/gg/ 

https://www.gesetze-im-internet.de/gg/
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conformaba una sala accidental de conocimiento 
compuesta por los tres jueces del organismo y dos 
especiales con el fin de bridar mayores garantías al 
disciplinado2. 

En suma, se puede observar que, durante el 
desarrollo histórico del derecho disciplinario ger-
mano fueron numerosas las ocasiones en las que 
el proceso pasó del control interno al externo y 
viceversa; no obstante, el resultado de ese devenir 
pendular llevó a la existencia de un control mix-
to, cuyo criterio fundamental para la asignación 
de competencias sería la gravedad de la sanción a 
imponer. 

Por lo que respecta a la continuidad de este 
acápite, es necesario mostrar la evolución, en el 
caso colombiano, que identifica si la estructura 
de control es semejante a la germana y si esta es 
conveniente en términos de diseño institucional y 
garantías debidas al procesado.

El caso colombiano en materia de derecho dis-
ciplinario ha sido particularmente claro, al menos 
en sus inicios. La Carta Política de 1830 lo dispuso 
como función ejercida a través de control externo 
desde la PGN, entidad que haría las veces de poder 
moral y estaría al mismo nivel de las ramas legisla-
tiva, ejecutiva y jurisdiccional (Gómez, 2022). Con 
la Constitución Política de 1886 esta estructura fue 
reconfigurada, al menos en lo institucional, pero 
la función permaneció en cabeza de órganos ex-
ternos que a través del ejercicio de la función ad-
ministrativa conocían de las causas disciplinarias. 

Tanto en el caso germano como en el nacional 
la forma en la que se ejerce el control está estre-
chamente ligada al fin de la función disciplinaria. 
Es por eso que, desde la Carta Política de 1991, el 
derecho disciplinario, además de estar asignado 
funcionalmente a la PGN, fue dispuesto para ase-
gurar mediante deberes funcionales la garantía de 
los fines del Estado, verbigracia, el aseguramiento, 
defensa, cumplimiento y efectividad de libertades 
y derechos de los administrados. 

Ahora, pese a que esta calidad de funcionario 
se predica de quien se encuentra vinculado a tra-
vés de una relación legal con alguna entidad del 
Estado, no se puede perder de vista que, al menos 

2 	 Ídem. 

desde la Constitución de 1991, algunas funciones 
públicas pueden ser ejercidas por particulares no 
necesariamente vinculados a alguna organización 
pública. Frente a la noción de relación especial de 
sujeción, especialmente al tipo de control discipli-
nario que se debería aplicar, parece no existir po-
sibilidad de establecer uno completamente interno 
a menos de que se les exija a los particulares la 
conformación de una oficina de este tipo, cosa que 
llevaría a discusiones constitucionales más bien 
espinosas. 

Por esta razón, resulta congruente que el ar-
tículo 277, numeral 6, indique que el Procurador 
General de la Nación tiene la función de “ejercer la 
vigilancia superior de la conducta oficial de quie-
nes desempeñen funciones públicas, inclusive las de 
elección popular” (énfasis propio) además de de-
tentar el poder disciplinario preferente para ade-
lantar las investigaciones requeridas e imponer las 
sanciones conforme la ley lo autorice. Es decir que, 
de acuerdo con la forma en que la función pública 
es ejercida en Colombia, el ente encargado de la vi-
gilancia de quienes lo hacen se encuentra a cargo 
de un órgano autónomo e independiente: la PGN a 
través de un control externo.

Nótese entonces que el desarrollo de la función 
disciplinaria externa viene ligado al derecho cons-
titucional, al derecho público y al derecho disci-
plinario como disciplina autónoma. Marques Silva 
(2022), refiriéndose al derecho administrativo como 
elemento perpetuador de la democracia, advierte 
que el ejercicio de funciones a favor de intereses ge-
nerales en democracias desarrolladas responde al 
entendimiento de derechos y obligaciones entre los 
poderes y las personas.

En ese contexto ¿cuándo aparece el control in-
terno en el procedimiento disciplinario colombia-
no? Gómez (2022) sostiene que esta aparición fue 
un desarrollo legal que no es claro como disciplina 
autónoma; de hecho, se le atribuye al Código de 
Régimen Político y Municipal (Ley 149 de 1888), 
razón por la que la Ley 734 de 2002 dispuso a las 
oficinas de control interno disciplinario el ejercicio 
de la función disciplinaria dentro de las entidades 
del Estado. No obstante, es perentorio establecer 
las razones por las que no es posible dar garan-
tías de justicia e imparcialidad con las oficinas de 
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control disciplinario interno, en especial por las 
razones por las que se constituyeron inicialmente 
las oficinas de control interno. 

Como se verá más adelante, es necesario dilu-
cidar la función que tienen las oficinas de control 
interno de las entidades públicas y sus principales 
diferencias con lo que debería ser el control dis-
ciplinario, para posteriormente sostener que el 
ejercicio eficiente de la función disciplinaria debe 
permanecer en el control externo. 

¿Cómo garantizar la 
imparcialidad en el 
procedimiento disciplinario 
colombiano? Una cuestión por 
resolver desde el diseño de las 
instituciones
Dispuesto el marco general histórico y desde el 
derecho comparado de la garantía de imparciali-
dad y la conformación histórica del derecho dis-
ciplinario, los procesos e instituciones que tienen 
a su cargo el ejercicio de la función, es procedente 
evaluar en el ordenamiento interno la conforma-
ción de la especialidad jurídica disciplinaria, su 
procedimiento y el diseño institucional por el cual 
se ejerce, para determinar si cumple con los reque-
rimientos mínimos para la garantía de imparciali-
dad; en caso de estar en duda y, teniendo en cuenta 
el contexto jurídico nacional, se formulan algunas 
iniciativas de arquitectura constitucional que pue-
den brindar esa garantía. 

El derecho disciplinario y sus 
instituciones desde la Carta Política 
de 1991 hasta la Sentencia C-030 de 
2023
Para llegar a la configuración final del artículo 277 
de la Constitución Política, la Asamblea Constitu-
yente de 1991 hizo al menos cuatro consideracio-
nes importantes respecto de la conformación de la 
pgn y la asignación de sus funciones. En primer 
lugar, en el borrador del artículo 164 se dispuso 
que dentro de las funciones del jefe del Ministerio 
Público se encontraba el ejercicio del control de las 

investigaciones disciplinarias que desarrollaran de 
manera independiente las oficinas de las propias 
entidades, asimismo, le otorgó competencias para 
destituir, al término de la respectiva audiencia, a 
aquellos funcionarios que hubiesen sacado prove-
cho personal del erario (Asamblea Nacional Cons-
tituyente, 1991a). 

Con la sesión realizada en febrero 05 de 1991, 
la Asamblea Constituyente marcó el punto de par-
tida en la construcción del Ministerio Público con 
las siguientes características funcionales: ejercer 
control sobre investigaciones disciplinarias (i); in-
vestigar y sancionar a aquellos funcionarios que 
detentaban la función disciplinaria en sus entida-
des (ii) ejercer la potestad disciplinaria de manera 
preferente (iii); exigir la aplicación oportuna de 
las sanciones (iv); supervisar la conducta de ofi-
cial de los empleados públicos (v); contribuir en 
la preservación de la moralidad administrativa 
(vi); desvincular del cargo a los funcionarios que 
no fueren de elección popular (vii) y la creación 
de comisiones de investigación disciplinaria (viii) 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991a). 

Esos elementos funcionales en materia discipli-
naria fueron modificados de manera que los cons-
tituyentes evidenciaron una posible concentración 
de casos de menor entidad en la Procuraduría, por 
lo que era necesario descentralizar dicha función 
para que fuera ejercida directamente por las enti-
dades oficiales y así la cabeza del Ministerio Pú-
blico solo se encargaría de los casos más robustos 
(i) (Asamblea Nacional Constituyente, 1991b); en 
segundo lugar, que la inspección, vigilancia e in-
tervención en las entidades estatales debía estar 
en manos de autoridades diferentes a las adminis-
trativas para que estas fueran autónomas en sus 
decisiones (ii) (Asamblea Nacional Constituyente, 
1991c); y que la función disciplinaria y la de de-
fensa de los derechos fundamentales eran distin-
tas por lo que no se podrían concentrar en un solo 
funcionario (iii) (Asamblea Nacional Constituyen-
te, 1991d). 

Con ese flujo discursivo de la Asamblea, lo 
que se evidencia preliminarmente es si el cargo 
de Procurador General debería quedarse exclusi-
vamente con el control disciplinario a manera de 
ombudsman de la función pública o con la función 
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de protección de los intereses y garantías funda-
mentales de la comunidad, en lugar de detentar 
ambas funciones. Esto denota que, si bien el con-
trol disciplinario estaba deparado para las entida-
des públicas en general y la Procuraduría podría 
llegar a tener el control preferente en estos casos, 
nunca se pensó en que ese órgano de control es-
tuviese supeditado, ni orgánica ni funcionalmen-
te, a otra autoridad del ejecutivo; por el contrario, 
lo que estaba claro era que con independencia de 
la función que le fuere asignada, esta debía tener 
completa autonomía.

Al final, los debates concluyeron en la versión 
actualmente intacta, al menos en lo que respecta 
a los mecanismos ordinarios de reforma constitu-
cional, del artículo 277 Superior, del que se pueden 
extraer las siguientes características: el Procurador 
General se encarga de vigilar el ejercicio diligente 
de las funciones públicas (i); el control superior de 
la conducta de quienes ejercen dichas funciones, 
incluidos aquellos que lo hacen habilitados por el 
voto popular (ii); detentar la función disciplinaria 
de carácter preferente respecto de las causas que 
adelanten las oficinas de control disciplinario de 
las entidades públicas (iii); impulsar las investi-
gaciones (iv) e imponer las sanciones que le sean 
habilitadas por la ley (v). 

Ese marco Superior permitió que el legislador 
procediera con un primer desarrollo a través de la 
Ley 200 de 1995, en cuyos artículos 48 y 49 dispuso 
que toda entidad debía conformar una dependen-
cia que en primera instancia conociera de los pro-
cesos contra los funcionarios adscritos a aquella; es 
más, dispuso que el contenido de la noción control 
interno hacía referencia, precisamente, al ejercicio 
de la función disciplinaria en cabeza de la propia 
entidad. En ese sentido, respecto del control exter-
no indicó que sería ejercido de manera preferente 
por la PGN y por las Personerías respecto de los dis-
tritos y departamentos.

La Ley 200 en sus aproximados siete años de 
vigencia transmitió a la Ley 734 de 2002 ese mo-
delo de control, con variaciones en la determina-
ción de la competencia para conocer de asuntos 
en segunda instancia; así, las oficinas de control 
interno disciplinario en las que no se pudiese ga-
rantizar la decisión de apelación deberían remitir 

el expediente a la PGN, que a su vez podría crear 
oficinas disciplinarias en sus regionales y provin-
ciales para tal fin3. 

Posteriormente, la Ley 1952 de 2019 mantuvo 
intacta la disposición proveniente de la Ley 734 de 
2002 con excepción del perfil exigido para el jefe de 
la Oficina, quien ahora debía ser abogado y pertene-
cer al nivel directivo de la entidad. Tal disposición 
se mantuvo de esta forma hasta la expedición de la 
Ley 2094 de 2021 que, si bien conservó la misma 
redacción de la norma anterior, incluyó la facultad 
exclusiva de la PGN para conocer de las solicitudes 
de doble conformidad que fueran presentadas por 
los sancionados. Así mismo, incluyó una distribu-
ción de funciones para las oficinas de control inter-
no de cada una de las entidades, asignando a unos 
funcionarios la instrucción y a otros el juzgamiento, 
otorgando así una garantía de imparcialidad en el 
trámite del proceso. 

Luego de observar este recorrido normativo 
del procedimiento disciplinario y las institucio-
nes que intervienen en él, se debe tener en cuenta 
lo mencionado por la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-030 de 2023 respecto de las facultades 
jurisdiccionales otorgadas a la PGN para el ejerci-
cio del control disciplinario externo a funcionarios 
elegidos por voto popular.

El control de constitucionalidad se produjo por 
acción pública que pretendió la inexequibilidad de 
la norma por la violación al artículo 116 Superior, 
pues los accionantes consideraron que existía una 
indeterminación en el supuesto normativo por el 
que se asignaron dichas competencias y porque en 
virtud de la Sentencia Petro Urrego contra Colom-
bia, la PGN estaba supeditada políticamente a la vo-
luntad del presidente de la República, afectando su 
imparcialidad4.

Sin ahondar en la variedad de argumentos tra-
tados por la Corte, esta encontró que, en efecto, la 
regla era inconstitucional, pero no por la alegada 
falta de imparcialidad de la Procuraduría, sino 
porque el supuesto a través del que se otorgaron 
las facultades jurisdicciones era demasiado amplio 

3	 Artículos 76 y 77 de la Ley 734 de 2002. 

4	 Corte Constitucional. Sentencia C-030. Op. Cit. 
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y, en ese sentido, las competencias ordinarias del 
órgano de control se podrían confundir con la 
norma estudiada, por lo que ese hecho quebró  
la norma constitucional. 

No obstante, las consideraciones que hizo la 
Alta Corporación respecto del principio de im-
parcialidad ilustran la forma en que el legislador 
podría solventar la tensión internacional, producto 
del pronunciamiento de la Corte Interamericana, 
sin modificar de manera disruptiva el diseño insti-
tucional dispuesto en la Carta Política. 

En primer lugar, se dijo que el cumplimiento 
de los principios de imparcialidad, independencia 
y protección al debido proceso son conditio sine 
qua non para el otorgamiento de facultades juris-
diccionales a autoridades que tienen inicialmente 
asignadas funciones administrativas, por cuanto 
dichos mandatos hacen parte fundamental de las 
reglas constitucionales que se complementan en su 
interpretación con el artículo 116 Superior. 

Por otro lado, la Corte aclaró que la asignación 
de funciones disciplinarias a la PGN no vulnera 
los principios de imparcialidad e independencia 
porque: 

i.	 Si bien existe relación entre la potestad dis-
ciplinaria que ejerce el órgano de control en 
función administrativa y jurisdiccional, las 
etapas del proceso en las que intervienen 
son diferenciables práctica y jurídicamente 
hablando. 

ii.	 Dentro del proceso disciplinario interno (a 
cargo de las oficinas de control interno) y 
externo (a cargo del Ministerio Público) se 
dispuso de instrumentos para que los servi-
dores encargados de su impulso no tuviesen 
ninguna influencia o presión de sus superio-
res con el fin de erradicar cualquier tipo de 
interferencia. 

Como tercer y último punto en este aserto, la 
Corte resaltó que la cabeza del Ministerio Públi-
co es un órgano autónomo, independiente e im-
parcial, porque no forma parte de ninguna de las 
ramas del poder público; su operación financie-
ra, presupuestal, organizacional y administrativa 
no está sujeta a la voluntad de otra entidad, y la 
elección de su director, el Procurador General, es 

un proceso en el que intervienen todas las ramas, 
así: la elección está a cargo del legislativo por una 
terna conformada por candidatos provenientes del 
ejecutivo (presidente de la República) y el poder 
judicial (Corte Suprema de Justicia y Consejo de 
Estado). 

En suma, se denota que desde la construcción 
de un modelo institucional en el que aparece el 
control disciplinario como una posibilidad para 
garantizar el correcto funcionamiento de la ad-
ministración pública, la PGN ha tenido a su cargo 
el poder preferente para el ejercicio externo de esa 
potestad; así mismo, que en el desarrollo norma-
tivo desde la Constitución de 1991 se ha contado 
con un sistema mixto para el impulso del proceso 
disciplinario, consistente en un modelo de control 
interno, ejercido por cada entidad, y uno externo, 
adelantado por el Ministerio Público; finalmente, 
el debate actual sobre la imparcialidad del órgano 
de control externo fue zanjado por la Corte Cons-
titucional desde un punto de vista orgánico. 

Ensayo, error y éxito: iniciativas 
para proteger las garantías 
fundamentales en el proceso 
disciplinario desde el diseño 
institucional
Antes de proceder con el contenido esencial de este 
acápite, es importante recordar qué se ha recogi-
do en las páginas anteriores. En primer lugar, el 
principio de imparcialidad es una máxima cons-
titucional exigible a los procedimientos judiciales 
y administrativos; así mismo, dicho mandato tie-
ne dos dimensiones de análisis, una en materia de 
diseño institucional y otra frente a las actuaciones 
específicas de las autoridades; igualmente, se reco-
piló desde el derecho comparado y la construcción 
constitucional del control disciplinario una serie 
de normas y consideraciones de las que se concluye 
que es necesaria la vigilancia a la conducta de los 
funcionarios públicos y que esta se puede desarro-
llar dentro de la misma entidad en la que estos se 
desempeñan o desde un órgano externo. Finalmen-
te, se tiene una gran incertidumbre por la ausencia 
de reglas claras para el trámite de ciertos procesos 
disciplinarios derivados de un pronunciamiento 
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de la Corte Interamericana de Derecho Humanos 
y de la Corte Constitucional. 

Con esto en mente, es claro que la solución final 
a la reformulación del procedimiento disciplinario 
y su modelo de control gira en torno a un esquema 
que garantice la imparcialidad en términos de di-
seño institucional. Por esta razón, se advierte que 
los modelos que se formularán en esta sección no 
harán referencia a la imparcialidad de la autoridad, 
porque, entre otras razones, darle una regulación 
general a cada conducta particular es simplemente 
un imposible jurídico.

La primera de las propuestas consiste en man-
tener el estado del procedimiento tal como se ha 
venido ejecutando hasta antes de la expedición de 
la Sentencia C-030 de 2023, con la particularidad 
de separar del procedimiento general disciplinario 
uno especial para los funcionarios elegidos por voto 
popular, ejercido por un delegado seccional o sala, 
atendiendo así el criterio de la Corte Constitucional 
sobre la especificación e interpretación restrictiva 
en el otorgamiento de facultades jurisdiccionales a 
órganos que ejercen función administrativa. 

El artículo 116 Superior dispuso que es posible 
asignar facultades jurisdiccionales a entidades di-
ferentes a la rama judicial; es más, la técnica nor-
mativa mencionada en el párrafo anterior ya se ha 
usado correctamente en el caso de la Delegatura 
para Asuntos Jurisdiccionales de la Superinten-
dencia de Industria y Comercio (Hernández et al, 
2022) a la que le ha sido asignada dicha potestad 
para resolver causas relativas a la libre competen-
cia en virtud del artículo 24 de la Ley 1564 de 2012 
y el artículo 20 de la Ley 256 de 1996 (Ramírez y 
Hernández, 2018). 

Aquí, vale recordar que la libertad de configu-
ración legislativa, tendiente a la materialización de  
justicia, debe ser vista desde el razonamiento  
de las normas procesales, de acuerdo con la Corte 
Constitucional:

Deben responder a un criterio de razón suficien-
te, relacionado con el cumplimiento de un fin cons-
titucionalmente válido, a través de un mecanismo 
que se muestre adecuado y necesario para el cum-
plimiento de dicho objetivo y que, a su vez, no afecte 
de forma desproporcionada un derecho, fin o valor 
constitucional (Ramírez y Illera, 2019, p. 98). 

Dicho esto, se debe advertir la necesidad de in-
troducir un nuevo numeral al artículo 13 de la Ley 
270 de 1996, en el sentido de indicar que la PGN 
también ejerce las funciones que se vienen estu-
diando en este escrito o, en su defecto, incluir un 
inciso al numeral 2 de la norma en cita, para decla-
rar que, si bien el órgano de control no hace parte 
de la rama ejecutiva, si ejerce funciones adminis-
trativas por regla general y, excepcionalmente, 
puede desarrollar funciones jurisdiccionales para 
conocer las causas disciplinarias especificadas en 
la reforma sobre funcionarios públicos de elección 
popular, entre otros casos. 

En segundo lugar, se plantea el ejercicio de un 
control disciplinario absolutamente externo con 
la eliminación de las oficinas de control discipli-
nario interno, además de desproveer a las perso-
nerías municipales de esa potestad por su falta 
de capacidad operativa en la tarea de separar las 
funciones de instrucción y juzgamiento en entes 
territoriales de tercera, cuarta, quinta y sexta ca-
tegoría. Esto se menciona, además, por una justi-
ficada duda en la imparcialidad institucional del 
ente, pues si bien la Constitución las hace parte 
del Ministerio Público, el artículo 177 de la Ley 
136 de 1994 indica que los personeros municipales 
son empleados del ente territorial y, por lo tanto, 
su salario sale del presupuesto de la entidad; en ese 
sentido, el elemento presupuestal y financiero de 
ese órgano de control entra en una zona gris que 
permite dudar de su imparcialidad. 

Continuando con la iniciativa, el control dis-
ciplinario quedaría en manos de la PGN exclusiva-
mente para que las oficinas regionales conozcan 
en primera instancia las causas de menor entidad 
en el territorio de su jurisdicción, mientras que en 
segunda instancia, son resueltos, por la respectiva 
sala disciplinaria en el más alto nivel orgánico del 
Ministerio Público, los casos más graves y aquellos 
en los que el sujeto pasivo de la actuación es un 
funcionario elegido por voto popular. Claramente, 
cada una de las dependencias que conoce de los ca-
sos en primera instancia deberá dividir las funcio-
nes de instrucción y juzgamiento, con el fin de que 
estas no sean ejercidas por el mismo funcionario. 

En tercer y último lugar, se pueden asignar eta-
pas del proceso a entidades distintas con el fin de 
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dar un cumplimiento cuasi-exegético al estándar 
fijado por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos sobre el juez penal como único compe-
tente para limitar derechos políticos. La iniciati-
va se inclina a dejar la función de instrucción en 
las entidades del Ministerio Público y la función 
de juzgamiento en la Comisión Nacional de Dis-
ciplina Judicial, para lo cual se requiere de varias 
reformas. 

Para echar a andar esta iniciativa es necesario 
reformular completamente el Código General Dis-
ciplinario (Leyes 1959 de 2019 y 2094 de 2021) en 
el sentido de crear una suerte de “Sistema Disci-
plinario Acusatorio” donde el Ministerio Público 
actúa como ente acusador, las oficinas de control 
disciplinario solo se encargarían de ser canales 
de recepción de quejas sobre las que se levantaría 
la respectiva noticia con incidencia disciplinaria, 
y que esta se remita al órgano de control que, en-
contrando mérito suficiente, expida el respectivo 
pliego de cargos (última actuación de la fase de 
instrucción), que constituirá la respectiva acción 
disciplinaria tramitada ahora en su fase de juzga-
miento por la nueva Comisión Nacional de Disci-
plina Judicial. 

Sin embargo, antes de tan robusta reforma, es 
necesario tocar la Constitución y la Ley Estatutaria 
de Administración de Justicia, según corresponda, 
para crear la jurisdicción o especialidad discipli-
naria dentro de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, de acuerdo con la naturaleza de los 
asuntos a su cargo y sobre todo por cuenta de las 
relaciones de sujeción entre el Estado y los sujetos 
disciplinables. Si se elige la primera opción, se de-
berá incluso modificar el nombre del Alto Tribu-
nal de asuntos disciplinarios para que extienda su 
competencia a funcionarios de las otras ramas del 
poder público, por lo que ya no se hablaría de una 
Comisión de Disciplina Judicial sino de una Corte 
Nacional de Disciplina.

En ese sentido, la propuesta convertiría en ju-
risdiccional la totalidad del proceso disciplinario 
a menos que se opte por mantener la diferencia-
ción de las funciones administrativas y judiciales, 
siendo las primeras desplegadas durante la fase 
de instrucción en manos del Ministerio Público 
y las segundas en la fase de juzgamiento ante la 

autoridad judicial. Así las cosas, se puede decir que 
se atiende de manera parcial el estándar interame-
ricano en el sentido de que, pese a que no intervie-
ne un juez penal en el proceso disciplinario sobre 
cierta clase de funcionarios, si lo hace un miembro 
de dicha rama. 

En conexidad con lo planteado, se podría pen-
sar la jurisdicción disciplinaria con dos tipos de 
procesos: 1. Procesos contra abogados y miembros 
de rama judicial, y 2. Procesos contra funcionarios 
elegidos por voto y los demás servidores públicos, 
con las normas especiales que rigen lo sustancial y 
lo procesal para estos sujetos, y en consideración 
de las finalidades que persiguen las normas disci-
plinarias para cada destinatario en concreto.

En cuanto al régimen de competencias de las 
autoridades judiciales para el juzgamiento dis-
ciplinario, podrían definirse a través de Jueces 
Disciplinarios de Circuito (primera instancia), 
Tribunales Disciplinarios de Distrito Judicial (pri-
mera o segunda instancia) y Corte Nacional de 
Disciplina (primera, segunda instancia y doble 
conformidad). En el caso de los servidores pú-
blicos que no ocupan sus cargos por elección po-
pular, la primera instancia estaría a cargo de los 
jueces de circuito y la segunda en cabeza de tribu-
nales, dejando la doble conformidad en el órgano 
de cierre, si el proceso lo requiere. En el caso de los 
funcionarios elegidos por voto popular, la primera 
instancia estaría a cargo de jueces de circuito, en el 
caso de alcaldes y concejales; para el caso de alcal-
des de distrito, concejales que pertenezcan a dis-
tritos, gobernadores y diputados la competencia se 
radicaría en Tribunales, y en el caso de funciona-
rios elegidos a nivel nacional como los congresis-
tas se otorgaría competencia al órgano de cierre. 
Respecto de este último, se podría reglamentar su 
ejercicio de funciones a través de salas de prime-
ra, segunda instancia y doble conformidad, según 
corresponda.

De esta manera, la instrucción de las actuacio-
nes disciplinarias se radicaría en la PGN, partiendo 
del ejercicio desconcentrado de las funciones que 
ejercen en procuradores provinciales ante jueces 
de circuito, procuradores regionales ante tribu-
nales y procuradores delegados ante el órgano de 
cierre de la jurisdicción.
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Por último, en lo que refiere a los funcionarios 
de la Rama Judicial y los abogados, es factible con-
servar el régimen de las Leyes 270 de 1996 y 1952 
de 2019, modificando las comisiones seccionales 
por tribunales y la Comisión Nacional de Disci-
plina Judicial por la Corte Nacional Disciplinaria, 
con las garantías sustanciales y procesales que les 
sean aplicables.

En suma, las iniciativas de reforma podrían 
seguirse listando ad infinitum, pero si algo que-
da claro es que cualquier reforma deberá tener en 
cuenta las siguientes reglas, si desea conservar ín-
tegro el principio de imparcialidad: 
I.	 El principio de imparcialidad tiene dos dimen-

siones: una referida al diseño de las institucio-
nes estatales y otra ateniente a las actuaciones 
puntuales de las autoridades. 

II.	 En ambos casos, la imparcialidad es garantía del 
debido proceso y justicia bajo la tesis de Rawls. 

III.	 Por lo anterior, las funciones de instrucción y 
juzgamiento deben ser asumidas por funciona-
rios diferentes. 

IV.	 Independientemente de si la potestad discipli-
naria es desplegada en ejercicio de función ad-
ministrativa o función jurisdiccional, desde el 
derecho comparado, la entidad que la asuma 
deberá ser independiente de las que son objeto 
de control; en ese sentido, se debe reevaluar el 
ejercicio del control interno. 

V.	 Desde la Constituyente de 1991 hasta la Sen-
tencia C-030 de 2023 existe pacífica opinión de 
las autoridades en el hecho de que la pgn es un 
órgano autónomo e independiente por lo que 
puede adelantar un procedimiento disciplina-
rio administrativo o jurisdiccional en completa 
independencia, siempre que separe las etapas 
del proceso en dependencias y funcionarios 
diferentes. 

Conclusiones
La imparcialidad en los procedimientos adminis-
trativos y jurisdiccionales evalúa tanto el diseño 
de las instituciones como sus propias actuaciones 
en casos particulares. Sobre la primera de las ma-
nifestaciones, se dice que una entidad encargada 

de decidir sobre algún asunto será imparcial solo 
cuando no tenga presión de un funcionario de 
otra rama, tenga plena autonomía administrativa, 
financiera y presupuestal y el andamiaje jurídico 
suficiente para que sus decisiones no puedan ser 
modificadas por algún vicio, contravención a la ley 
o afectación a un derecho fundamental. 

En segundo lugar, desde una perspectiva histó-
rica y comparada del procedimiento disciplinario 
entre Alemania y Colombia, se observa que la con-
formación institucional para su operación ha sido 
pendular en el sentido de que por algunos periodos 
estuvo asignada a la misma entidad en la que se 
desempeñaba el funcionario, y en otros, a autori-
dades judiciales; finalmente, en otros, a órganos 
autónomos, pudiéndose diferenciar una tendencia 
a escoger entre el control interno y el externo. 

Posteriormente, se identificó que desde el naci-
miento constitucional del control disciplinario se 
contempló la posibilidad de que el procedimiento 
estuviese a cargo de las propias entidades estatales 
(a manera de control interno) y en cabeza del Mi-
nisterio Público (a manera de control externo con 
potestad preferente). No obstante, en la evolución 
normativa, esta dualidad parecía carecer de garan-
tías de imparcialidad frente a la estructuración del 
proceso disciplinario, pero para la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos se trataba de un 
problema orgánico por la calidad que la PGN os-
tenta en la Carta Política, cosa que fue desmentida 
por la Corte Constitucional que, si bien le quitó las 
facultades jurisdiccionales, lo hizo por un vicio en 
la formulación de la ley y no porque la institución 
fuera poco imparcial. 

Finalmente, para proporcionar algunas alter-
nativas que orgánicamente provean garantías de 
imparcialidad, se propusieron, desde el estado jurí-
dico y práctico de cosas actual, fórmulas que aten-
dieran las siguientes características mínimas, que 
sirven de gran conclusión al presente estudio: la 
doble dimensionalidad del principio de imparciali-
dad (I); la inescindible relación de la imparcialidad 
con el debido proceso y la justicia (II); la separa-
ción de las etapas y funciones de los actores dentro 
del proceso disciplinario (III); el control externo 
como criterio de independencia en función de la 
imparcialidad (IV); y la necesaria participación 
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del Ministerio Público por su carácter de protec-
tor de la moralidad pública e independencia que 

representa frente a las demás ramas del poder pú-
blico (V). 
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